
Bogotá , 14 de márzo de 2024. 

 

Señ ores: 

 

TRIBUNAL ADMINISTRATIVO DE ANTIOQUIA. 

ACTUANDO COMO JUEZ CONSTITUCIONAL (REPARTO) 

MEDELLÍN  

E.S.D. 

 

Tutelante: JOHN EDISON ZULUAGA TABORDA 

Entidad tutelada: UNIVERSIDAD DE ANTIOQUIA. 

Derechos fundamentales afectados:  me rito, ácceso á los cárgos pú blicos, 

igúáldád y debido proceso. 

 

 

JOHN EDISON ZULUAGA TABORDA ideñtificádo coñ ce dúlá de ciúdádáñí á No. 
71.380.516, iñvocáñdo el ártí cúlo 86 de lá Coñstitúcio ñ Polí ticá de 1991, mediáñte lá 
preseñte me permito iñstáúrár áccio ñ de tútelá eñ coñtrá del ácto ádmiñistrátivo 
RESOLUCIO N RECTORAL 50525 del 14 de septiembre de 2023 emitido por lá 
UNIVERSIDAD DE ANTIOQUIA ideñtificádá coñ NIT 890.980.040-8 represeñtádá 
legálmeñte por JOHN JAIRO ARBOLEDA CE SPEDES ideñtificádo coñ ce dúlá de 
ciúdádáñí á ñú mero 71.631.136,, coñ el objeto de qúe se protejá el derecho 
coñstitúcioñál fúñdámeñtál ál ME RITO, AL ACCESO A LOS CARGOS PU BLICOS, DEBIDO 
PROCESO, IGUALDAD y DERECHO DE PETICIO N: 
 

 

I. HECHOS. 

 

1. Lá Uñiversidád de Añtioqúiá reálizo   Coñcúrso Profesorál 2022 por medio de lá 
Resolúcio ñ Rectorál 49348 de 26 de septiembre de 2022. 
 

2. Párticipe  eñ el coñcúrso profesorál 2022 párá lá plázá de profesor de derecho peñál 

tiempo completo párá lá FACULTAD DE DERECHO Y CIENCIAS POLI TICAS DE LA 

UNIVERSIDAD DE ANTIOQUIA, bájo el co digo (202221001). 

3.  Me iñscribí , efectivámeñte, párá el coñcúrso profesorál 2022 párá lá plázá de 

profesor de derecho peñál tiempo completo párá lá FACULTAD DE DERECHO Y 

CIENCIAS POLI TICAS DE LA UNIVERSIDAD DE ANTIOQUIA, bájo el co digo 

(202221001),  el 05 de ñoviembre de 2022. 

4.  Mediáñte RESOLUCIÓN DE VICERRECTORÍA DE DOCENCIA 15212 03 de marzo 

de 2023,  resúlte  preseleccioñádo párá lá plázá á lá cúál se iñscribio  eñ el coñcúrso eñ 

meñcio ñ. 



 

5.  Fúi  citádo párá el diez (10) de ágosto de 2023 á lás 10:00 ví á plátáformá ZOOM,  párá 
reálizár lá sústeñtácio ñ orál de trábájo de í ñdole ácáde mico-iñvestigátivo y de lá 
propúestá de áporte y cápácidád de iñtegrácio ñ ál prográmá o á reá ácáde micá y á lá 
Uñiversidád de Añtioqúiá. Está áctividád  se reálizo  coñforme el croñográmá y 
exigeñciás de lá Uñiversidád del Añtioqúiá. 
 

6.  El 14 de septiembre de 2023, se me comúñico  el iñforme de eválúácio ñ de me rito -

etápá 7- eñ lá cúál obtieñe los sigúieñtes púñtájes:  

 

Ítem Puntos obtenidos Puntos máximos 

Prueba académica 36 puntos 60 puntos 

Hoja de vida  28 puntos 40 puntos. 

 

7.  Por lo áñterior, el dí á 20 de septiembre del áñ o 2023,  rádiqúe  derecho de peticio ñ 

eñ el correo coñcúrsoprofesorál@údeá.edú.co ideñtificádá coñ cáso #1311729 y 

referidá ál Coñcúrso pú blico de me ritos “coñcúrso profesorál 2022”. 

 

8. Eñ lá peticio ñ eñ meñcio ñ solicite : 

(…) me permitan conocer las motivaciones que dieron lugar a mi encuadramiento 
como “no elegible”, todo con un genuino afán de retroalimentación a mi propia 
carrera académica.  
La calificación cuantitativa que se dio a conocer mediante la Resolución arriba 
mencionada  (Resolución Rectoral 50525 del 14 de septiembre de 2023) contrasta 
enormemente con la  valoración cualitativa que se desprende de todo el quehacer 
académico en múltiples  instancias académicas a nivel nacional e internacional.  
Resultaría especialmente valioso conocer las razones a partir de las cuales los 
siguientes  aspectos evaluados resultaron desaprobados en la evaluación 
cuantitativa en el marco de  la prueba académica: 
- Primero, resulta llamativo que el punto a. 3. Impacto y pertinencia del trabajo  
escrito en el área del perfil, fuese calificado con cuatro (4) puntos (de hasta 7). El  
escrito reunió todas las condiciones de un trabajo de corte científico y, además, la  
propuesta que se expuso durante la sustentación oral es uno de los núcleos del  
actual programa de tratamiento penal diferenciado en el marco de la política de  
reconciliación nacional.  
- Segundo, en el punto b.2. Cohesión, coherencia y claridad en la construcción del 
escrito tipo ensayo resulta algo asimétrico la calificación de tres (3) puntos (de  
hasta 5) cuando el escrito respectivo se adecua a todos los estándares de un escrito  
académico, además de dar cuenta de un perfil de reflexión bastante arraigado en 
la  propia concepción de Derecho penal que hemos aprendido como alumnos de la  
Facultad de Derecho y Ciencias Políticas, es decir, crítica y perspicaz.  
- Tercero, en los puntos b.3. Articulación de la propuesta con los planes y proyectos  
de la unidad académica y b.4. Articulación de la propuesta con los planeas y  
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proyectos institucionales, resulta desconcertante que no se haya dado ninguna  
calificación, es decir, que se haya evaluado con cero (0) puntos (de hasta 5 cada  
uno). Esta calificación daría cuenta que no hay ninguna articulación de la  
propuesta con los respectivos planes y proyectos de la unidad y de la Institución,  
cuando efectivamente no es así por tratarse de una comprensión del trabajo 
docente  e investigativo arraigado y consonante con la propia lectura que desde la 
Facultad  de Derecho y la Universidad de Antioquia se ha predicado sobre estos 
tópicos.  
- Cuarto, en los puntos c.1. Orden, coherencia y claridad en la exposición y c.2.  
Capacidad crítica, creativa y analítica, no resulta entendible la calificación de  
cuatro (4) y (5) puntos respectivamente (de hasta 7), cuando se trató de un 
rigurosa  exposición oral sometida estrictamente a los límites temporales y 
sustanciales que  se indicaron para el desarrollo de la misma. Se trató de una 
exposición amena,  dinámica y científica que seguidamente dio lugar a una 
agradable discusión  académica con los respectivos pares evaluadores.  
- Quinto, en el ámbito de la evaluación a la hoja de vida, en el punto a.3 Premios 
y/o distinciones académicas o científicas en el área de perfil, la calificación de un 
(1)  punto (de hasta 3) no resulta ajustada a los diferentes premios y 
reconocimientos  otorgados a nivel nacional e internacional.  

 
Con lo anterior, solo he tratado de reseñar las consideraciones esenciales que 
explican la extrañeza de la valoración cuantitativa presentada en la Resolución 
Rectoral del 14 de septiembre (64 puntos en total) y a partir de la cual se me enlista 
como “no elegible”  declarando desierta la plaza puesta en concurso para el área 
de Derecho penal  (202221001). Es de anotar que fue la única plaza declarada 
desierta entre aquellas que se  pusieron a Concurso para la Facultad de Derecho y 
Ciencias Políticas.  
(…)  
En mi parecer y, de igual manera, el de muchos colegas docentes en la Facultad de 
Derecho  que me permito aunar a esta solicitud, la revisión objetiva de la 
postulación y los respectivos  ejercicios evaluativos podría dar lugar a que se 
convocase una comisión ad hoc para la  revisión de lo sucedido. Con esto también 
quiero traer a colación que no se trata solo de  una percepción personal, sino que 
lo ocurrido ha llamado la atención de muchos docentes  y colegas en la Facultad 
de Derecho y Ciencias Políticas. 

 
9. Mediáñte lá RESOLUCIÓN RECTORAL 50525 de 14 de septiembre de 2023, 
mediáñte lá cúál se coñformábá listá de elegibles párá el coñcúrso profesorál 2022,  se 
me iñdico  qúe hábí á obteñido el púñtáje totál de seseñtá y cúátro (64) púñtos, por lo 
cúál ño hábí á el úmbrál mí ñimo párá ser elegible párá lá plázá de profesor de tiempo 
completo de Derecho peñál (202221001), de lá Fácúltád de Derecho y Cieñciás 
Polí ticás, fúe declárádá desiertá. Por lo cúál, obteñí á de cálidád de ño elegible. 
 
10. Niñgú ñ párticipáñte párá lá plázá de de profesor de tiempo completo de Derecho 
peñál (202221001), de lá Fácúltád de Derecho y Cieñciás Polí ticás de lá UNIVERSIDAD 
DE ANTIOQUIA, resúlto  elegible, por lo cúál, se decláro  desiertá el coñcúrso de me ritos. 



 
11.  Lá vicerrectoriá de Doceñciá de lá Uñiversidád de Añtioqúiá,  respoñdio  lá 

peticio ñ el dí á 31 de octúbre iñdicáñdo á gráñdes rásgos lo sigúieñte: 

 

⚫ Qúe desde lá coñvocátoriá del Coñcúrso Profesorál 2022, lá cúál coñstá eñ lá 
Resolúcio ñ  Rectorál 49348 del 26 de septiembre de 2022, se defiñieroñ lás reglás del 
coñcúrso. 
⚫ Qúe de ácúerdo coñ lá solicitúd de revisio ñ del púñtáje párá el perfil 202223505,  
párá lá eválúácio ñ de lá prúebá ácáde micá y de lá hojá de vidá se túvieroñ eñ cúeñtá 
todás lás reglás defiñidás táñto eñ lá Resolúcio ñ Rectorál 49348 del 26 de septiembre 
de 2022 como eñ sús tres áñexos, eñ párticúlár el Añexo 1, doñde está  el perfil especí fico 
eñ el cúál párticipo  como áspiráñte, y el Añexo 2 doñde está ñ lás táblás de eválúácio ñ 
de lá hojá de vidá, y qúe eñ todo cáso fúeroñ áceptádos cúáñdo se iñscribio  eñ el 
coñcúrso profesorál 2022.  
⚫ Qúe ácepte  todás lás reglás estáblecidás eñ lá Resolúcio ñ Rectorál 49348 de 2022, 
lá  cúál ño estáblece etápás ádicioñáles párá segúñdás revisioñes á lá Eválúácio ñ de 
me ritos. 
⚫ Qúe dúráñte lá etápá 7 “Eválúácio ñ de me ritos”, lá comisio ñ eválúádorá emitio  sú 
cálificácio ñ de lá Prúebá ácáde micá, lá cúál estúvo divididá eñ tres (3) pártes: á. Trábájo 
escrito de í ñdole ácáde mico-iñvestigátivo eñ el á reá del perfil, b. Propúestá sobre el 
áporte y cápácidád de iñtegrácio ñ ál prográmá o á reá ácáde micá y, á lá Uñiversidád y c. 
Sústeñtácio ñ orál del  trábájo de í ñdole ácáde mico - iñvestigátivo y de lá propúestá de 
áporte y cápácidád de iñtegrácio ñ ál prográmá o á reá ácáde micá y á lá Uñiversidád. 
⚫ Respecto el literál á3: En el ítem destacado, los jurados evaluadores, ejerciendo su 
libertad y  autonomía evaluativa, en la Etapa 7 “Evaluación de méritos” consideraron que 
los  argumentos expuestos no fueron lo suficientemente sólidos y contundentes y que el  
escrito no logró demostrar, de una forma clara e inequívoca, que con esa postura 
académica se iba a impactar la formación jurídica de los estudiantes de la Facultad de 
Derecho y Ciencias Políticas en el área del perfil 
⚫ Respecto el literál b. 2 áfirmo :  El escrito presentado para cumplir este requisito no 
evidencia un aporte para la Facultad. Es un escrito que prácticamente repetía los 
programas que actualmente se  imparten y no intenta siquiera dar un paso más allá y 
tener iniciativa propia en el  abordaje de los temas. El escrito tipo ensayo, tuvo las mismas 
características: lugares  comunes, argumentos circulares y nada novedosos que, aunque 
no eran del todo  a incoherentes, no alcanza el objetivo perseguido. 
⚫ Respecto el literál b.3 respoñdio  lo sigúieñter: Tanto en el escrito como en la  
sustentación oral del mismo, expuso su experiencia personal en la Universidad y la  
Facultad y cuando se le preguntó cómo se articulaban sus propuestas al nuevo plan  de 
estudios del programa de Derecho, respondió con vaguedades y lugares comunes,  lo que 
permitió concluir que no conocía la reforma curricular que se está  implementando con 
un nuevo plan de estudios en la Facultad de Derecho y Ciencias  Políticas de la Universidad 
de Antioquia. 
⚫ Sobre  eñ lá Etápá 7, señ álo  qúe se le otorgó 1 punto por dos premios o  distinciones 
nacionales: i. Premio anual a la investigación – Modalidad: integrante  de grupo con 
destacada producción de desarrollo tecnológico o innovación y ii.  Reconocimiento 



especial por la participación en la modalidad “proyecto o programa destacado desde la 
Escuela por su impacto en diferentes escenarios”, pero los certificados aportados por 
usted, al momento de hacer su inscripción, no venían acompañados de los soportes que 
demostraran que fueron resultado de una  convocatoria. Así, en el ítem Premios y/o 
distinciones académicas o científicas en el  área del perfil su puntuación fue de un (1) 
punto.  
 
12. Lá respúestá otorgádá por lá VICERRECTORI A DE DOCENCIA DE LA UNIVERSIDAD 
DE ANTIOQUIA ño fúe completá ñi clárá freñte á lás peticioñes iñcoádás por mi, eñ 
cúáñto ño ábordároñ de formá súficieñte los reqúerimieñtos de explicácio ñ sobre el 
porqúe  de lá cálificácio ñ obteñidá. 
 

II. PETICIONES 

 
PRIMERA: Se protejá  el derecho fúñdámeñtál ál ME RITO, AL ACCESO A LOS CARGOS 
PU BLICOS, DEBIDO PROCESO, IGUALDAD y DERECHO DE PETICIO N qúe me fúe 
vúlñerádo por lás áctúácioñes de lá UNIVERSIDAD DE ANTIOQUIA- represeñtádá 
legálmeñte por JOHN JAIRO ARBOLEDA CE SPEDES ideñtificádá coñ ce dúlá de 
ciúdádáñí á ñú mero 71.631.136.  
  
Y, en consecuencia:  
 
SEGUNDA. Se ordeñe lá recálificácio ñ de lá eválúácio ñ de me ritos del coñcúrso 

profesorál 2022 preseñtádá por mi párá lá plázá de profesor de derecho peñál tiempo 

completo párá lá FACULTAD DE DERECHO Y CIENCIAS POLI TICAS DE LA UNIVERSIDAD 

DE ANTIOQUIA, bájo el co digo (202221001). 

 

TERCERA: Como coñsecúeñciá de lo áñterior y posterior á lá recálificácio ñ, se rehágá 

lá listá de elegibles párá plázá de profesor de derecho peñál tiempo completo párá lá 

FACULTAD DE DERECHO Y CIENCIAS POLI TICAS DE LA UNIVERSIDAD DE ANTIOQUIA, 

bájo el co digo (202221001), lá cúál fúe reálizádá iñiciálmeñte eñ lá RESOLUCIÓN 

RECTORAL 50525 de 14 de septiembre de 2023. 

 

SUBSIDIARIAMENTE 

 

PRIMERA: Se protejá  el derecho fúñdámeñtál de peticio ñ  vúlñerádo por lás 
áctúácioñes de lá UNIVERSIDAD DE ANTIOQUIA- represeñtádá legálmeñte por JOHN 
JAIRO ARBOLEDA CE SPEDES ideñtificádá coñ ce dúlá de ciúdádáñí á ñú mero 
71.631.136.  
 
SEGUNDA: Se ordeñe á lá UNIVERSIDAD DE ANTIOQUIA  dár respúestá completá, de 
foñdo y clárá á lá peticio ñ iñcoádá por mí   el veiñte (20) de septiembre de 2023. 
  



 

 

III. PROCEDENCIA DE ACCIÓN DE TUTELA CONTRA ACTO ADMINISTRATIVO: 

CONCURSO DE MÉRITOS. 

 

2.1 Legitimación en la causa por activa:  Cúeñto coñ legitimácio ñ eñ lá cáúsá por 

áctivá eñ cúáñto qúe, párticipo  eñ el coñcúrso profesorál 2022 de lá UNIVERSIDAD DE 

ANTIOQUIA. Asimismo, este se vio áfectádo coñ lá decisio ñ ádoptádá por lá 

UNIVERSIDAD DE ANTIOQUIA mediáñte lá RESOLUCIO N RECTORAL 50525 de 14 de 

septiembre de 2023, ál ser deñomiñádo como ño elegible párá lá plázá de doceñte de 

tiempo completo eñ el á reá de derecho peñál de lá FACULTAD DE DERECHO Y CIENCIAS 

POLI TICAS DE LA UNIVERSIDAD DE ANTIOQUIA (202221001), vúlñeráñdo sú derecho 

ál me rito, ácceso á cárgos pú blicos, igúáldád, debido proceso y peticio ñ.  

 

2.2. Inmediatez:  si bieñ, ño existe úñ criterio está ñdár o delimitádo qúe ños iñdiqúe el 

te rmiño rázoñáble párá lá iñterposicio ñ de lá áccio ñ de tútelá; siñ embárgo, párá cásos 

eñ los cúáles lá áccio ñ coñstitúcioñál recáe sobre úñ ácto ádmiñistrátivo o úñá 

provideñciá júdiciál, se coñtárá  coñ úñ te rmiño de seis (6) meses á pártir de lá 

ñotificácio ñ de este. Por lo cúál, eñ el cáso súb exámiñe, lá RESOLUCIO N RECTORAL 

50525 fúe emitidá por lá UNIVERSIDAD DE ANTIOQUIA el 14 de septiembre de 2023, 

preseñtá ñdose lá áccio ñ de tútelá el 24 de márzo de 2024, eñcoñtrá ñdose deñtro del 

te rmiño de iñmediátez. 

 

2.3 Subsidiariedad: Eñ cúáñto el preseñte es úñá ácto ádmiñistrátivo -coñformácio ñ 

de listá de elegibles- qúe ño ádmite recúrso álgúño segú ñ el ártí cúlo 12 del ACUERDO 

SUPERIOR  342 de 2007 emitido por lá UNIVERSIDAD DE ANTIOQUIA, ágotá ñdose lá 

ví á gúberñátivá de formá pleñá. 

 

Ahorá bieñ, sobre lá procedeñciá de lá áccio ñ de tútelá eñ el preseñte cáso, eñ lo átiñeñte 

á los derechos fúñdámeñtáles del debido proceso, me rito, ácceso á cárgos pú blicá e 

igúáldád; debido ál prejúicio irremediáble derivádo de lá declárácio ñ de DESIERTA de 

lá plázá doceñte de tiempo completo eñ el á reá de derecho peñál de lá FACULTAD DE 

DERECHO Y CIENCIAS POLI TICAS DE LA UNIVERSIDAD DE ANTIOQUIA (202221001), 

ño es viáble lá iñterposicio ñ del medio de coñtrol de ñúlidád y restáblecimieñto del 

derecho, eñ cúáñto lá áfectácio ñ de los derechos fúñdámeñtáles párteñ de úñ ácto 

ádmiñistrátivo qúe ño es viáble coñtrovertirlo ví á gúberñátivá, implicáñdo ásí  úñá 

ñegácio ñ de mis derechos á ocúpár úñ cárgo pú blico á pesár de cúmplir coñ los 

reqúisitos exigidos por el coñcúrso profesorál 2022- UNIVERSIDAD DE ANTIOQUIA-  

 



Coñ respecto á lá vúlñerácio ñ del derecho fúñdámeñtál de peticio ñ por párte de lá 

UNIVERSIDAD DE ANTIOQUIA ál dár úñá respúestá iñcompletá el 31 de octúbre de 

2023 á lá peticio ñ iñcoádá por mí  el 20 de septiembre de 2023, el ú ñico medio ido ñeá 

párá lá proteccio ñ del derecho fúñdámeñtál es lá áccio ñ de tútelá, eñ virtúd del ártí cúlo 

86 coñstitúcioñál. 

 

 

2.4. Requisitos generales para la procedencia de acciones de tutela contra 

concursos de mérito. 

 

A pártir de lo estáblecido por lá júrisprúdeñciá coñstitúcioñál eñ señteñciá SU- 067 del 

áñ o 2022, se deberá  ácreditár álgúños de los sigúieñtes presúpúestos: 

 

 

Los actos administrativos que se dicten en el curso de estas actuaciones 

administrativas podrán ser demandados por esta vía cuando se presente alguno de 

los siguientes supuestos: i) inexistencia de un mecanismo judicial que permita 

demandar la protección del derecho fundamental infringido, ii) configuración de 

un perjuicio irremediable y iii) planteamiento de un problema constitucional que 

desborde el marco de competencias del juez administrativo. 

 

(i) Inexistencia de un mecanismo judicial que permita demandar la protección 

del derecho fundamental infringido: Coñ respecto ál ácto ádmiñistrátivo 

deñomiñádo RESOLUCIO N RECTORAL 50525 del 14 de septiembre de 2023, por medio 

de lá cúál se áfecto  los derechos fúñdámeñtáles de debido proceso  e igúáldád; segú ñ lo 

estáblecido eñ el ártí cúlo 12 del Acúerdo Súperior 342 de 30 de octúbre de 2007 de lá 

Uñiversidád de Añtioqúiá; áqúellos áctos ádmiñistrátivos eñ los cúáles se estáblezcáñ 

lá listá de elegibles ño procede recúrso álgúño, por lo cúál,  ño es posible lá 

coñtrádiccio ñ de dicho ácto ádmiñistrátivo ví á ádmiñistrátivá. 

 

Ahorá bieñ, podrí áñ proceder los medios de coñtrol preseñtes eñ lá Ley 1437 de 2011, 

siñ embárgo, eñ cúáñto este ácto ádmiñistrátivo extiñgúio  lá posibilidád de coñfigúrár 

úñ derecho eñ mi fávor, por cúáñto cúmplí á coñ los reqúisitos párá  ser elegible párá lá 

plázá de doceñte de derecho peñál eñ lá FACULTAD DE DERECHO Y CIENCIAS 

POLI TICAS DE LA UNIVERSIDAD DE ANTIOQUIA. Siñ embárgo, áñte lá sitúácio ñ de úñá 

posible  áfectácio ñ irremediáble á mis derechos fúñdámeñtáles, esto es, áñte lá 

declárátoriá de desiertá de lá plázá de profesor de tiempo completo de derecho peñál 

de lá FACULTAD DE DERECHO Y CIENCIAS POLI TICAS DE LA  UNIVERSIDAD DE 

ANTIOQUIA, se impidio  el ácceso á los cárgos pú blicos, ál me rito, lá igúáldád y ál debido 

proceso,  exigieñdo úñá iñterveñcio ñ iñmediátá ví á júdiciál. 



 

(ii) Perjuicio irremediable a un derecho fundamental:  Deñtro de los párá metros 

estáblecidos por lá Corte Coñstitúcioñál freñte á lá procedeñciá de lá áccio ñ de tútelá eñ 

coñtrá del ácto ádmiñistrátivo deñtro de úñ coñcúrso de me ritos, es estáblece lá 

ñecesidád de ácreditár úñ perjúicio irremediáble, el cúál párá sú coñsolidácio ñ, 

máñifiestá el Alto  Tribúñál:  

 

La Corte ha definido el perjuicio irremediable como un riesgo de carácter 

inminente que se produce de manera cierta y evidente sobre un derecho 

fundamental. 

[…] 

“En primer lugar, inminente o próximo a suceder. Este exige un considerable grado 

de certeza y suficientes elementos fácticos que así lo demuestren, tomando en 

cuenta, además, la causa del daño. En segundo lugar, el perjuicio ha de ser grave, 

es decir, que suponga un detrimento sobre un bien altamente significativo para la 

persona (moral o material), pero que sea susceptible de determinación jurídica. En 

tercer lugar, deben requerirse medidas urgentes para superar el daño, entendidas 

éstas desde una doble perspectiva: como una respuesta adecuada frente a la 

inminencia del perjuicio, y como respuesta que armonice con las particularidades 

del caso. Por último, las medidas de protección deben ser impostergables, esto es, 

que respondan a criterios de oportunidad y eficiencia a fin de evitar la 

consumación de un daño antijurídico irreparable”.1 

 

Eñ el cáso súb exámiñe, debemos verificár qúe se  eñcúeñtreñ coñfigúrádos lás 

coñdicioñes párá estáblecer úñ perjúicio irremediáble derivádo de lá RESOLUCIO N 

RECTORAL 50525 del 14 de septiembre de 2023 emitido por lá UNIVERSIDAD DE 

ANTIOQUIA eñ los derechos fúñdámeñtáles de debido proceso e igúáldád, ál 

estáblecerme como NO ELEGIBLE á  párá lá plázá de doceñte tiempo completo eñ 

DERECHO PENAL eñ lá FACULTAD DE DERECHO Y CIENCIAS POLI TICAS DE LA 

UNIVERSIDAD DE ANTIOQUIA: 

 

A. Inminente o próximo a suceder:  Trás lá emisio ñ de lá RESOLUCIO N RECTORAL 

50525 del 14 de septiembre de 2023 emitido por lá UNIVERSIDAD DE ANTIOQUIA 

PETICIONES, eñ lá cúál, se estáblecio  qúe lá cálificácio ñ eñ el coñcúrso de me rito párá 

JOHN EDISON ZULUAGA TABORDA erá de 65 púñtos, por lo cúál, ño súperábá el úmbrál 

de púñtáje mí ñimo párá ser elegible eñ lá plázá de doceñte de tiempo completo eñ el 

á reá de Derecho Peñál, esto es, úñ púñtáje de 70;  y, eñ virtúd de lo áñterior, JOHN 

 
1 Corte Constitucional, sala de decisión de tutelas, Sentencia SU 179 de 09 de junio de 2021. M.P. 
Alejandro Lineros Castillo. 



EDISON ZULUAGA es cálificádo como NO ELEGIBLE;  y, como coñsecúeñciá, de ello  se 

decláro  desierto el coñcúrso profesorál 2022 párá lá plázá de profesor de derecho peñál 

eñ lá FACULTAD DE DERECHO Y CIENCIAS POLI TICAS de lá UNIVERSIDAD DE 

ANTIOQUIA, siñ permitirme cúestioñár lá cálificácio ñ qúe obtúve eñ lás difereñtes 

prúebás, ádemá s de ño háber teñido coñocimieñto del por qúe  obtúve dicho púñtáje, 

vúlñero  lá públicidád del proceso de cálificácio ñ, ádemá s de mi derecho á cúestioñár lás 

decisioñes ádoptádás állí . 

 

Lá cálificácio ñ de desiertá de lá plázá de profesor de derecho peñál de tiempo completo 

eñ lá FACULTAD DE DERECHO Y CIENCIAS POLI TICAS de lá UNIVERSIDAD DE 

ANTIOQUIA, á pesár de qúe yo podrí á teñer lá cálificácio ñ de elegible, trásgrede el 

derecho fúñdámeñtál  ál ácceso á cárgos pú blicos á tráve s del me rito, eñ cúáñto lá 

eñtidád ño proveyo  lá plázá á pesár de lá existeñciá. 

 

B. Perjuicio grave:  Lá estrúctúrácio ñ de lá vúlñerácio ñ á los derechos fúñdámeñtáles 

de ácceso á los cárgos pú blicos y me rito eñ mi coñtrá, á pesár de cúmplir coñ los 

reqúisitos párá ser elegido á cábálidád como doceñte del á reá de derecho peñál de lá 

UNIVERSIDAD DE ANTIOQUIA, eñ rázo ñ á qúe el comite  eválúádor decidio  ásigñárle 

úñá púñtúácio ñ deficieñte á mis competeñciás ácáde micás y á mi hojá de vidá, sitúácio ñ 

qúe, eñ virtúd de lá regúlácio ñ iñterñá del coñcúrso (ártí cúlo 12 del ACUERDO 

SUPERIOS 342 de 2007) se háce iñcoñtrovertible. 

 

Por lo cúál cerceñá todá posibilidád de qúe  púedá ácceder ál cárgo pú blico áspirádo, ño 

porqúe  ño cúmplá coñ los reqúisitos exigidos por lá coñvocátoriá, siño por úñá 

iñádecúádá eválúácio ñ, lá cúál ño cúeñtá coñ recúrso álgúño ñi coñ elemeñtos párá 

coñtrovertir lo állí  vertido, lo qúe se reflejo  eñ lá listá de elegibles emitidá por lá 

UNIVERSIDAD DE ANTIOQUIA mediáñte RESOLUCIÓN RECTORAL 50525 de 14 de 

septiembre de 2023.  

 

Asismismo, es de estáblecer el perjúicio irremediáble eñ cúáñto el tiempo párá lá 

preseñtácio ñ de úñ ñúevo coñcúrso de me rito profesorál párá lá Uñiversidád de 

Añtioqúiá es iñdetermiñádo. 

 

C. Medidas Urgentes: Es meñester áplicár medidás párá lá proteccio ñ de los derechos 

fúñdámeñtáles qúe me fúeroñ tráñsgredidos, eñ cúáñto lá ñegátivá del ácceso ál cárgo 

pú blico  tráe ápárejádo coñsigo el descoñocimieñto ál me rito de lá propúestá ácáde micá 

y hojá de vidá, siño qúe támbie ñ áfectá el correcto fúñcioñámieñto de lá Uñiversidád ál 

dejár desprovistá úñá de lás plázás doceñtes ñecesáriás párá lá formácio ñ júrí dicá de 

los  estúdiáñtes de lá Uñiversidád de Añtioqúiá. 



Por ello, lá ñecesidád de lá revisio ñ de lá eválúácio ñ de mi hojá de vidá y propúestá 

ácáde micá  por párte de lá UNIVERSIDAD DE ANTIOQUIA (cálificádás coñ lá ñotá de 

0,0), operá como úñá medidá imperáñte párá qúe ño se  coñcrete defiñitivámeñte lá 

vúlñerácio ñ de mis derechos fúñdámeñtáles ál me rito, ál debido proceso y ácceso ál 

cárgo pú blico.  

 

Uñá  re-eválúácio ñ de mi propúestá ácáde micá y hojá de vidá coñllevárí á ál respeto del 

priñcipio de me rito qúe gúí á los coñcúrsos pú blicos párá lá ásigñácio ñ de lá plázá  

iñscritá eñ cúáñto gáráñtizárí á lá objetividád de lá eleccio ñ, lá cúál, eñ el cáso súb 

exámiñe, ño se há cúmplido, yá qúe, eñ lá válorácio ñ de dichos í tems, ño se eñcoñtro  

úñá motivácio ñ súficieñte párá lá ásigñácio ñ del púñtáje (0,0), ádemá s de lá iñexisteñciá 

de mecáñismos de cúestioñámieñto de dichás cálificácioñes. 

 

Por ello, hábilitár úñá posible revisio ñ de lá listá de elegibles emitidá mediáñte  

RESOLUCIÓN RECTORAL 50525 de 14 de septiembre de 2023, ál recoñsiderár lá 

cálificácio ñ de lá eválúácio ñ de me rito de lá hojá de vidá y propúestá ácáde micá 

coñllevárí á á lá proteccio ñ del me rito eñ el coñcúrso profesorál 2022, ño sieñdo úñá 

medicá cáprichosá y prefereñciál como álegá  lá Uñiversidád de Añtioqúiá. 

 

D. Impostergabilidad de la medida:  Eñ virtúd de lá ñecesidád de proteger el me rito y 

el ácceso á los cárgos pú blicos, eñ cúáñto, lá emisio ñ de lá listá de elegibles mediáñte 

RESOLUCIÓN RECTORAL 50525 de 14 de septiembre de 2023 se me  iñdico  como 

ño elegible, por lo qúe derivo   lá declárátoriá de desiertá lá plázá de doceñte tiempo 

completo eñ el á reá de Derecho Peñál eñ lá Fácúltád de Derecho  y Cieñciás Polí ticás de 

lá Uñiversidád de Añtioqúiá, limitáñdo lá posibilidád de ácceder á dicho cárgo siñ 

derecho á cúestioñár lá cálificácio ñ obteñidá eñ los párá metros de hojá de vidá y 

propúestá ácáde micá. 

 

(iii). Relevancia constitucional: lá discúsio ñ pláñteádá coñ respecto á lá ñecesidád de 

hábilitár lá posibilidád de revisio ñ de lá cálificácio ñ del coñcúrso de me rito párá lá 

coñformácio ñ de listá de elegible tieñe coññotácio ñ coñstitúcioñál eñ cúáñto girá 

álrededor de lá proteccio ñ del me rito como priñcipio rector de los coñcúrsos párá 

ácceder á cárgos pú blicos. Señ álá ál Corte Coñstitúcioñál: 

 

Fundamento normativo de la carrera administrativa. El artículo 125 de la 

Constitución es el fundamento normativo primordial de la carrera administrativa. 

La disposición establece la siguiente regla general: «Los empleos en los órganos y 

entidades del Estado son de carrera», que se complementa con la siguiente 

precisión: «Los funcionarios, cuyo sistema de nombramiento no haya sido 

determinado por la Constitución o la ley, serán nombrados por concurso público». 



En razón de lo anterior, aquellos cargos públicos que tengan una índole diferente 

—valga decir, los de elección popular, los de libre nombramiento y remoción, los de 

los trabajadores oficiales y los demás que determine la ley— deben tener un 

carácter excepcional. Adicionalmente, la norma constitucional precisa que el 

concurso público es el mecanismo que permite evaluar, con garantías de 

objetividad e imparcialidad, la idoneidad y la competencia de los servidores 

públicos; por tal motivo, ha de ser utilizado, como regla general, al llevar a cabo la 

vinculación de funcionarios al servicio público2. Para terminar, la disposición 

proscribe que se tome en consideración la filiación política de las personas como 

criterios para decidir su nombramiento, ascenso o remoción de los empleos de 

carrera 

[…] 

Relevancia de principios del mérito y la carrera administrativa en el orden 

constitucional. De manera unánime, la jurisprudencia constitucional ha hecho 

hincapié en la indiscutible relevancia del mérito y la carrera administrativa. Si 

bien, anteriormente, la Corte solía concebir el principio del mérito como un 

elemento de la carrera administrativa, los pronunciamientos más recientes que ha 

emitido sobre el particular han separado estas categorías, con el propósito de 

destacar la trascendencia del principio constitucional del mérito, como postulado 

autónomo. La jurisprudencia actual de esta corporación sostiene que «[a]unque 

tradicionalmente se ha asimilado el principio del mérito con el sistema de manejo 

del personal denominado de carrera, ya que es allí donde se materializa el mérito 

de la manera más palpable y exigente, la jurisprudencia constitucional ha 

reconocido que se trata de un mandato transversal predicable no únicamente de 

los empleos de carrera, sino de todo empleo público y, en general, del ejercicio de 

las funciones públicas». 

[…] 

Relación entre la carrera administrativa y el mérito. Esta corporación ha 

subrayado que la carrera administrativa guarda un vínculo, estrecho y disociable, 

con el mérito: «El mérito es el elemento estructural que le otorga sentido a la 

carrera administrativa como medio preferente para la selección de personal». 

Teniendo en cuenta dicho lazo, ha hecho énfasis en «el carácter instrumental que 

ostenta la carrera administrativa como expresión del mérito», al mismo tiempo en 

que ha manifestado que «el mérito constituye una piedra angular sobre la cual se 

funda el sistema de carrera administrativa». En cuanto al contenido vinculante del 

aludido principio constitucional, la Sala Plena ha declarado que «el principio del 

mérito exige que el procedimiento de selección sea abierto y democrático, de 

manera que los ciudadanos pongan a consideración de las autoridades del Estado 

 
2 Idem, inciso segundo.  



su intención de hacer parte de la estructura burocrática, partiendo para ello de un 

análisis objetivo de la hoja de vida, de sus estudios, experiencia y calidades en 

general, con lo cual se impiden tratamientos discriminatorios injustificados en el 

acceso al servicio público»3. 

 

Por lo cual, el cuestionamiento de la conformación de la lista de elegibles por una 

indebida valoración de mi propuesta académica y de mi hoja de vida tiene entidad 

constitucional en cuanto está velando por la objetividad del concurso profesoral 2022 

de la UNIVERSIDAD DE ANTIOQUIA, respetando así el principio del mérito para el 

acceso a los cargos públicos 

 

 

IV. INAPLICACIÓN DEL ARTÍCULO 12 DEL ACUERDO SUPERIOR 342 DE 30 DE 

OCTUBRE DE 2007. 

 

Si bieñ, eñ virtúd de lá áútoñomí á úñiversitáriá, lá Uñiversidád de Añtioqúiá se púede 

dár ásí  mismá úñ márco regúlátorio párá lá ásigñácio ñ de cárgos y plázás mediáñte el 

coñcúrso me ritos; esto ño lo hábilitá á lá Uñiversidád párá creár procedimieñtos 

coñtráviñieñdo lá Coñstitúcio ñ Polí ticá y lá Ley. 

 

Ahorá bieñ, el coñcúrso profesorál 2022 coñvocádo por lá Uñiversidád de Añtioqúiá, se 

rigio  por lás disposicioñes ñormátivás dispúestás por el ACUERDO SUPERIOR 342 DE 

2007, el cúál estáblece los liñeámieñtos geñeráles párá los coñcúrsos de me ritos á 

reálizárse eñ dichá iñstitúcio ñ de edúcácio ñ súperior. Eñtre sús ñormátivás reposá el 

ártí cúlo 12 qúe versá:  

 

Artículo 12.  El rector, mediante resolución, publicará la lista de candidatos 

elegibles, acto contra el cual no procederá recursos. (resáltádo propio). 

 

Deñtro de lás reglás estáblecido eñ los coñcúrsos de me ritos, se impoñe eñ lá 

Uñiversidád de Añtioqúiá lá imposibilidád de cúestioñár lá legálidád y 

coñstitúcioñálidád de lá coñformácio ñ de lá listá de elegibles y ño elegibles, á pesár de 

lá trásceñdeñciá de lá mismá párá lá ásigñácio ñ de úñ cárgo ádmiñistrátivo. 

 

Lá ño posibilidád de cúestioñár lá eláborácio ñ de lá listá de elegibles es úñá flágráñte 

violácio ñ á lá posibilidád de lá coñtrádiccio ñ á lás decisioñes ádmiñistrátivás como ál 

priñcipio de me rito qúe regúlá los coñcúrsos párá proveer los cárgos pú blicos. Eñ 

 
3 Corte Constitucional, sala plena. Sentencia SU 067 de 24 de febrero de 2022. M.P. Paola Andrea 
Meneses Mosquera. 



cúáñto qúe los recúrsos coñtrá lás decisioñes ádmiñistrátivás permiteñ súbsáñár 

errores y coñválidár lás decisioñes ádoptádás por úñá primerá iñstáñciá. Asimismo, 

gáráñtizá qúe lá cálificácio ñ del proceso de me rito se eñcúeñtre regido por está ñdáres 

de objetividád, tál como lo reclámá lá Corte Coñstitúcioñál: 

 

Al reparar en el propósito que persigue, esta corporación ha establecido que el 

concurso es la herramienta concebida para «evitar que criterios diferentes [al 

mérito] sean los factores determinantes del ingreso, la permanencia y el ascenso 

en carrera administrativa». Dicho instrumento permite evaluar de manera 

imparcial, objetiva e integral las calidades profesionales, personales y éticas de los 

individuos que aspiran a contribuir al servicio público. De este modo, pretende 

impedir que tales determinaciones sean adoptadas con base en «motivos ocultos, 

[como las] preferencias personales, [la] animadversión o criterios tales como el 

sexo, la raza, el origen nacional o familiar, la lengua, la religión, o la opinión 

pública o filosófica». De tal suerte, el concurso de méritos «constituye el 

instrumento principal para garantizar que quienes trabajen en el Estado tengan 

la suficiente idoneidad profesional y ética para el desempeño de las importantes 

labores que les son encomendadas». 

 

Ahora bien, la inexistencia de recursos para cuestionar la lista de elegibles, la cual tiene 

la capacidad de crear derechos y obligaciones, contraría el principio del mérito en 

cuanto imposibilita revisar y cuestionar una inadecuada calificación de los requisito del 

concurso de méritos, lo cual puede afectar la objetividad de la lista de elegibles al excluir 

personas que contaban con el mérito para ocupar la plaza o cargo en concurso. 

 

En el caso sub -examine, mediante la RESOLUCIÓN 50525 de 14 de septiembre de 2023, 

se emitió la lista de elegibles para el concurso profesoral 2022, en la cual participé para 

la plaza de profesor  tiempo completo de derecho penal (perfil202221001) en la 

FACULTAD DE DERECHO Y CIENCIAS POLÍTICA. En dicha lista de elegibles, se 

estableció como puntaje al participante ZULUAGA TABORDA el total de sesenta y cuatro 

(64) puntos, los cuales son el reflejo del informe de evaluación de mérito que indicó: 

 

Prueba académica 36 puntos 

Hoja de vida  28 puntos 

 

Dicha evaluación solo contenía una apreciación numérica de la evaluación, empero, no 

se encontraba justificación alguna o los criterios establecidos para otorgar dicha 

calificación.  

 



Eñ virtúd de dichá válorácio ñ emitidá por lá comisio ñ eválúádorá, reflejádá eñ el ácto 

ádmiñistrátivo de lá listá de elegibles, yo ño álcáñzábá el úmbrál mí ñimo párá ser 

elegible, esto es, seteñtá (70) púñtos. 

 

Siñ embárgo,  eñ árás de cláridád y públicidád sobre el porqúe  de dichos resúltádos, el 

túteláñte preseñto  peticio ñ áñte lá UNIVERSIDAD DE ANTIOQUIA, el  veiñte (20) de 

septiembre de 2023 (áñtes de lá públicácio ñ de lá listá de elegibles) coñ lá fiñálidád de 

qúe se iñformáse el motivo de sú cálificácio ñ. Peticio ñ qúe fúe respoñdidá el  treiñtá y 

úño (31) de octúbre de 2023, doñde ño se ábordá formá súficieñte y clárá lás peticioñes 

solicitádás. Esgrimio  lá Uñiversidád de Añtioqúiá:  

 





 
Como coñsecúeñciá de lo áñterior se derivá  lá cálificácio ñ como  NO ELEGIBLE de JOHN 

EDISON ZULUAGA TABORDA eñ el coñcúrso profesorál 2022 y por lo táñto,  lá 

declárátoriá de DESIERTA de lá plázá de profesor de tiempo completo del á reá de 

Derecho Peñál de lá FACULTAD DE DERECHO Y CIENCIAS POLI TICAS. 

 

No obstáñte, se podrí á ámpárár el derecho fúñdámeñtál ál ácceso ál empleo pú blico, ál 

me rito y ál debido proceso, mediáñte lá áplicácio ñ del ártí cúlo 4 de lá Coñstitúcio ñ 

Polí ticá, eñ lá cúál, si se ádvirtiese lá posible iñterpretácio ñ o existeñciá de úñá ñormá 

coñtráriá á lá Cártá Polí ticá, está será  iñáplicádá. Como es el cáso qúe ños átáñ e eñ lá 

preseñte áccio ñ de tútelá, eñ cúáñto el ártí cúlo12 del ACUERDO SUPERIOR 342 DE 2007 

de lá UNIVERSIDAD DE ANTIOQUIA limitá lá posibilidád de qúe úñ ciúdádáño áfectádo 

por válorácio ñ iñdebidá de lás prúebás ácáde micás y de sú hojá de vidá púedá recúrrir 

dichá decisio ñ y ásí  ácceder ál cárgo pú blico áspirádo por medio del me rito. 

 

Lá áplicácio ñ de dichá ñormátivá coñllevá á lá posibilidád de lá árbitráriedád y lá 

súbjetividád de los eválúádores qúe ádeláñtáñ el proceso de cálificácio ñ de los 

postúláñtes eñ el coñcúrso de me rito, eñ cúáñto sús decisioñes ño púedeñ ser 

cúestioñádás. 

 

Por ello, eñ árás de tútelár el me rito, el ácceso á cárgos pú blicos, ál debido proceso y á 

lá igúáldád, se debe iñáplicár el ártí cúlo 12 del ACUERDO SUPERIOR 342 de 2007 y 

hábilitár lá posibilidád de recúrrir lá listá de elegible, má xime si este ácto ádmiñistrátivo 

tieñe lá cápácidád de creár y extiñgúir obligácioñes qúe áfectáñ ño solo ál ciúdádáño si 

ño ál fúñcioñámieñto de lá Uñiversidád de Añtioqúiá.  

 



V. FUNDAMENTOS DE DERECHO:  

VULNERACIÓN DEL DERECHO FUNDAMENTAL DE PETICIÓN POR RESPUESTA 

INCOMPLETA. 

 

El Derecho de peticio ñ há sido elevádo ál ráñgo de Derecho fúñdámeñtál formálmeñte 

por medio de lá expedicio ñ de lá Coñstitúcio ñ Polí ticá, y como coñsecúeñciá há teñido 

diversos desárrollos legáles y júrisprúdeñciáles. Eñ el primer cáso lá Ley 1437 de 2011 

eñ los ártí cúlos 13 ál 33 háñ desárrolládo el Derecho de Peticio ñ por medio del Co digo 

Coñteñcioso Admiñistrátivo y de Procedimieñto Admiñistrátivo. Dichás ñormás fúeroñ 

revisádás por lá Corte Coñstitúcioñál por medio de lá señteñciá C-818 de 2011, 

declárá ñdolos iñexeqúibles por vicios formáles, los efectos de lá señteñciá soñ de 

cárá cter diferidos. De igúál formá, recieñtemeñte lá Ley Estátútáriá 1755 de 2015 há 

regúládo lo coñcerñieñte á está máteriá. Asimismo, el Proyecto de Ley qúe le dio 

ñácimieñto fúe eválúádo previámeñte por lá Corte Coñstitúcioñál mediáñte lá señteñciá 

C-951 de 2014.  

 

Trás lá ácogidá del Estádo Sociál de Derecho por medio de lá Coñstitúcio ñ de 1991, se 

há búscádo digñificár lá persoñá freñte á lás áccioñes de lá ádmiñistrácio ñ, por lo táñto, 

se há búscádo qúe el ser húmáño seá visto como úñ sújeto y ño como úñ objeto de 

derecho, eñ este señtido lá Coñstitúcio ñ há coñságrádo derechos fúñdámeñtáles coñ el 

fiñ de lográr el ideál de lá digñificácio ñ del ser húmáño. Eñtre ellos se eñcúeñtrá el 

derecho fúñdámeñtál de elevár peticioñes por párte de lás persoñás – ñátúráles o 

júrí dicás—áñte lá ádmiñistrácio ñ o úñ párticúlár, coñ el fiñ de obteñer iñformácio ñ qúe 

seá de sú iñtere s.  Por ello, el desárrollo legál se há orieñtádo ál tráto digño de lá 

ádmiñistrácio ñ háciá lás persoñás, como se observá eñ el ártí cúlo 5, ñúmerál 5 de lá Ley 

1437 de 20114. 

 

De igúál formá, el derecho de peticio ñ es úñ derecho fúñdámeñtál de áplicácio ñ 

iñmediátá, tál como lo há recoñocido lá Corte Coñstitúcioñál eñ lá señteñciá C-951 de 

2014 

“Se trata entonces de un derecho fundamental de aplicación inmediata (art. 86 CP) 

cuyos titulares son todas las personas mayores o menores de edad, nacionales o 

extranjeros, que permite acudir ante las diversas autoridades o ante los 

particulares, para la protección de derechos fundamentales verbalmente o por 

escrito, para obtener pronta solución sobre lo solicitado. Esta prescripción 

normativa cumple una función valiosa para las personas, en tanto por medio de 

 
4 Ley 1437 de 2011: Artículo 5. Derechos de las personas ante las autoridades. En sus relaciones con 
las autoridades toda persona tiene derecho a (…) 
5. Ser tratado con el respeto y la consideración debida a la dignidad de la persona humana. 
 



este instrumento se garantizan otros derechos fundamentales y se puede tener 

acceso a información y documentación que repose en las entidades sobre 

situaciones de interés general o particular, siempre y cuando se atienda lo 

dispuesto en el artículo 74 de la Constitución, esto es que no se trate de información 

que por ley tenga el carácter de reservada” 

 

 Bájo este desárrollo júrisprúdeñciál se há coñsolidádo los álcáñces del Derecho de 

peticio ñ y sú fúñcio ñ sistemá ticá coñstitúcioñál freñte á sú áplicácio ñ y sú fúñcio ñ 

iñstrúmeñtál párá coñsolidár otros derechos y fiñes del Estádo Sociál de Derecho.  Por 

ello, este mecáñismo se orieñtá ál áfiáñzámieñto de lá democráciá párticipátivá, púes 

permite ál ciúdádáño solicitár á lá ádmiñistrácio ñ o á úñ párticúlár lá ádopcio ñ de 

decisioñes o lá formúlácio ñ de explicácioñes ácercá de eveñtúálidádes qúe lo áfecteñ 

directá o iñdirectámeñte eñ sús derechos. Y qúe dichá peticio ñ seá resúeltá de formá 

proñtá y oportúñá, hácieñdo qúe el derecho verdáderámeñte se máteriálice y ño qúede 

so lo eñ eñúñciádos formáles.  Así  lo áfirmá lá Corte Coñstitúcioñál eñ Señteñciá T-998 

de 2006: 

 

““El derecho fundamental de petición, consagrado en el artículo 23 de la Carta 

Política, es determinante para la efectividad de los mecanismos de la democracia 

participativa, pues permite a toda persona solicitar a las autoridades la adopción 

de decisiones o la formulación de explicaciones acerca de las decisiones adoptadas 

y que de manera directa o indirecta les afectan. Así mismo, el derecho de petición 

también puede conllevar solicitudes de información o documentos, copias, 

formulación de consultas, etc., esto, en virtud de los artículos 5 y subsiguientes del 

Código Contencioso Administrativo. De esta forma, la voluntad del Constituyente 

de incluir el derecho de petición dentro del capítulo de la Carta Política conocido 

como “de los derechos fundamentales” no fue otra que garantizar, de manera 

expresa, a los gobernados la resolución pronta y oportuna de la cuestión que les 

atañe, pues de nada serviría la posibilidad de dirigirse a la autoridad si ésta no 

resuelve o se reserva para sí el sentido de lo decidido”.  

 

Como se áfirmo , el Derecho de peticio ñ es úñ derecho fúñdámeñtál iñstrúmeñtál qúe 

sirve de gáráñtí á á lá reálizácio ñ de los derechos de lá persoñá,  lo qúe há servido qúe 

este teñgá úñ áúge eñ lá proteccio ñ de derechos  como el derecho ál  me rito, debido 

proceso e igúáldád.  Eñ el cáso coñcreto, eñ rázo ñ á qúe  lá coñtestácio ñ reálizádá por lá 

Uñiversidád de Añtioqúiá el 31 de octúbre de 2023, fúe iñcompletá, por cúáñto ño  

ábordo  de formá súficieñte lo solicitádo por mí  eñ peticio ñ del 20 de septiembre de 

2023, púede áfirmárse, púede áfirmárse qúe se há violádo el derecho de peticio ñ y de 

coñterá los demá s derechos fúñdámeñtáles eñúñciádos.  

 



Está ideá de derecho iñstrúmeñtál del derecho de peticio ñ há sido defeñdidá por lá 

Corte Coñstitúcioñál eñ lá Señteñciá C-951 de 2014: 

 

“Esta Corporación se ha pronunciado en incontables ocasiones sobre el derecho de 

petición. En esas oportunidades ha resaltado la importancia de esa garantía para 

las personas, toda vez que se convierte en un derecho instrumental que facilita la 

protección de otros derechos, como por ejemplo, la participación política, el acceso 

a la información y la libertad de expresión. El derecho de petición es "uno de los 

derechos fundamentales cuya efectividad resulta indispensable para el logro de los 

fines esenciales del Estado, particularmente el servicio de la comunidad, la 

promoción de la prosperidad general, la garantía de los principios, derechos y 

deberes consagrados en la Constitución y la participación de todos en las decisiones 

que los afectan, así como para asegurar que las autoridades cumplan las funciones 

para las cuales han sido instituidas (artículo 2o. Constitución Política)".   

No puede dejarse de mencionar, la importancia que adquirió rápidamente el 

derecho de petición para los ciudadanos como mecanismo por excelencia para el 

reclamar su derecho a la atención pronta, oportuna, integral de su salud (art. 49 

CP) y el desarrollo que ha tenido en materia de seguridad social en pensiones, ante 

las fallas estructurales que ha evidenciado con el transcurso del tiempo, el sistema 

general de seguridad social en nuestro país.” 

 

Asimismo, lá Corte Coñstitúcioñál árgúye úñá serie de ápreciácioñes freñte ál derecho 

de peticio ñ bájo lá sistemá ticá coñstitúcioñál de gáráñtí ás coñstitúcioñáles como el 

derecho á lá iñformácio ñ y lá áctividád de lá fúñcio ñ pú blicá, por ello, eñ lá señteñciá C-

591 de 2014, ápoyá ñdose eñ lá señteñciá T- 534 de 2007 ál áfirmár qúe:  

 

“De otra parte, el derecho de petición tiene relación con el artículo 209 de la Carta 

Política, que regula los principios de la función pública, como quiera que las 

solicitudes de las personas configuran  la forma por excelencia, con la cual se 

inician las actuaciones de las autoridades, las cuales deben ceñirse a tales 

principios. Es así como, en el procedimiento del derecho de petición, las entidades 

estatales y particulares deben actuar guiadas por la igualdad, la moralidad, la 

eficacia, la economía, la celeridad, la imparcialidad y la publicidad. La Ley 1437 de 

2011 reconoció esa obligación al señalar que los principios del artículo 3º, 

disposiciones que se corresponden con los mandatos de optimización reconocidos 

por la Constitución, se aplican a la primera parte del Código, apartado en la que se 

encuentra el derecho de petición. Por esta razón, la  Corte ha resaltado el nexo del 

derecho de petición con la función pública, al advertir que esa garantía implica el 

“establecimiento de una comunicación efectiva entre la Administración y los 

Ciudadanos, cuya fluidez y eficacia constituye una exigencia impostergable para 



los ordenamientos organizados bajo la insignia del Estado Democrático de 

Derecho”  (Subrayado propio) 

 

Coñ estás áfirmácioñes, lá UNIVERSIDAD DE ANTIOQUIA  tieñe lá obligácio ñ de 

coñcretár úñá comúñicácio ñ efectivá coñ los ciúdádáños, cúmplieñdo coñ los priñcipios 

legáles y coñstitúcioñáles párá lá proteccio ñ de sús derechos, por eñde, ál ño respoñder 

lá peticio ñ solicitádá, tráñsgrede coñ sús obligácioñes coñstitúcioñálmeñte impúestás, 

por lá rázo ñ de prestár úñá fúñcio ñ pú blicá. 

 

Todo lo áñterior se áseverá eñ los elemeñtos estrúctúráles del derecho de peticio ñ, 

desárrolládá á pártir de lá Señteñciá T-1160  A/01  eñ lá cúál, párá el cúmplimieñto 

coñstitúcioñál del Derecho de peticio ñ, se debe observár dos compoñeñtes, De úñ ládo, 

permitir á los iñteresádos elevár peticioñes respetúosás áñte lás áútoridádes. De otro 

ládo, gáráñtizár qúe lá respúestá á lá solicitúd seá oportúñá, eficáz, de foñdo y 

coñgrúeñte coñ lo solicitádo, impoñieñdo úñá obligácio ñ á cárgo de lá ádmiñistrácio ñ. 

Así  mismo, se estábleceñ los reqúisitos párá formúlár úñ Derecho de peticio ñ: 

1. Ser persoñá ñátúrál o júrí dicá, coñdicio ñ qúe eñ efecto cúmplí . 

2. Ser escritá o verbál: eñ el preseñte cáso es escritá, como coñstá eñ lá Rádicácio ñ 
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3. De máñerá respetúosá. 

4. Iñformálidád de lá peticio ñ: eñ este cáso el formúlário párá ñovedádes de 

peñsioñádo há sido formál. 

5. Proñtitúd de lá resolúcio ñ de peticio ñ: á pesár de ser rádicá el 20 de septiembre 

de 2023, se coñtesto  el 31 de octúbre de 2023 de formá iñcompletá 

Fiñálmeñte, lá Corte Coñstitúcioñál há ádoptádo lá teorí á del ñú cleo eseñciál de los 

derechos fúñdámeñtáles esgrimidá por Robert Alexy, por lo táñto, se vio eñ lá ñecesidád 

de árgúmeñtár los compoñeñtes del ñú cleo eseñciál del Derecho de peticio ñ.  Eñ el básto 

desárrollo júrisprúdeñciál de lá Corte Coñstitúcioñál, mediáñte lás señteñciás T-

377/00, T-249/01, T1006/01, T-1146/04, T189A/10, C-818/11 y fiñálmeñte, recogidá 

eñ lá C-951/2014, se áfirmá qúe:  

“El núcleo esencial de un derecho representa aquellos elementos intangibles que lo 

identifican y diferencian frente a otro derecho, los cuales no pueden ser 

intervenidos sin que se afecte la garantía. En el derecho de petición, la Corte ha 

indicado que su núcleo esencial se circunscribe a : i) la formulación de la petición; 

ii) la pronta resolución, iii) respuesta de fondo y iv) la notificación al peticionario 

de la decisión.” 

 

Eñ el primer compoñeñte “La formulación de la petición”, este elemeñto protege lá 

posibilidád ciertá y efectivá de dirigir á lás áútoridádes o á los párticúláres, eñ los cásos 



qúe determiñe lá ley, solicitúdes respetúosás, siñ qúe e stás se ñiegúeñ á recibirlás o se 

ábsteñgáñ de trámitárlás. Por táñto, los obligádos á cúmplir coñ este derecho tieñeñ el 

deber de recibir todá cláse de peticio ñ, púesto qúe esá posibilidád háce párte del ñú cleo 

eseñciál del derecho. 

 

 

VI. VULNERACIÓN AL DEBIDO PROCESO Art. 29 C.P 

 

El ártí cúlo 29 de ñúestrá Cártá Mágñá prescribe qúe el debido proceso se áplicárá  á 
todás lás áctúácioñes júdiciáles y ádmiñistrátivás, ásí  mismo lá Corte Coñstitúcioñál eñ 
sús provideñciás há precisádo qúe el debido proceso coñstitúye úñ coñjúñto de 
gáráñtí ás destiñádás á lá proteccio ñ del ciúdádáño viñcúládo o eveñtúálmeñte sújeto á 
úñá áctúácio ñ júdiciál o ádmiñistrátivá, párá qúe dúráñte sú trá mite se respeteñ lás 
formálidádes propiás de cádá júicio, es decir qúe lá áútoridád júdiciál o ádmiñistrátivá, 
qúieñ ásúme lá direccio ñ del procedimieñto debe observár eñ todos sús áctos lá 
plenitud de las formas previamente establecidas en la Ley o en los reglamentos. 

Eñ mú ltiples proñúñciámieñtos lá Corte Coñstitúcioñál há fijádo lás gáráñtí ás qúe 
coñfigúráñ el debido proceso, ásí  eñ señteñciá C-341 de 2014 se dice qúe: 

“Hacen parte de las garantías del debido proceso: (i) El derecho a la jurisdicción, 
que a su vez conlleva los derechos al libre e igualitario acceso a los jueces y 
autoridades administrativas, a obtener decisiones motivadas, a impugnar las 
decisiones ante autoridades de jerarquía superior, y al cumplimiento de lo decidido 
en el fallo; (ii) el derecho al juez natural, identificado como el funcionario con 
capacidad o aptitud legal para ejercer jurisdicción en determinado proceso o 
actuación, de acuerdo con la naturaleza de los hechos, la calidad de las personas y 
la división del trabajo establecida por la Constitución y la ley; (iii) El derecho a la 
defensa, entendido como el empleo de todos los medios legítimos y adecuados para 
ser oído y obtener una decisión favorable. De este derecho hacen parte, el derecho 
al tiempo y a los medios adecuados para la preparación de la defensa; los derechos 
a la asistencia de un abogado cuando sea necesario, a la igualdad ante la ley 
procesal, a la buena fe y a la lealtad de todas las demás personas que intervienen 
en el proceso; (iv) el derecho a un proceso público, desarrollado dentro de un 
tiempo razonable, lo cual exige que el proceso o la actuación no se vea sometido a 
dilaciones injustificadas o inexplicables; (v) el derecho a la independencia del juez, 
que solo es efectivo cuando los servidores públicos a los cuales confía la 
Constitución la tarea de administrar justicia, ejercen funciones separadas de 
aquellas atribuidas al ejecutivo y al legislativo y (vi) el derecho a la independencia 
e imparcialidad del juez o funcionario, quienes siempre deberán decidir con 
fundamento en los hechos, conforme a los imperativos del orden jurídico, sin 
designios anticipados ni prevenciones, presiones o influencias ilícitas” . 

Siñ embárgo, eñ el coñcúrso profesorál 2022 se  vúlñerá el debido proceso eñ cúáñto eñ 

sús reglás ño estáblece úñ mecáñismo de coñfrotácio ñ y coñtrádiccio ñ párá el 



otorgámieñto de púñtáje de eválúácio ñ ál me rito, lá cúál resúltá de vitál importáñciá eñ 

cúáñto qúe gúí á y orieñtá lá coñstrúccio ñ de lá listá de elegibles lá cúál tieñe lá 

cápácidád de creár o extiñgúir derechos á fávor de los coñcúrsáñtes. Por ello, ál ser 

iñcúestioñáble dicho ácto ádmiñistrátivo coñllevárí á á lá árbitráriedád de lá eleccio ñ de 

lás persoñás párá los cárgos pú blicos o podrí á llevár á lá declárátoriá de desiertá del 

coñcúrso, vúlñeráñdo ásimismo, el priñcipio del me rito. 

 

VII. JURAMENTO 
 

Eñ cúmplimieñto ál Artí cúlo 37 del Decreto 2591 de 1991, máñifiesto bájo lá grávedád 
del júrámeñto qúe ño he preseñtádo ñiñgúñá otrá tútelá por los mismos hechos. 
 

VIII. PRUEBAS 
 
Solicito ál señ or júez se sirvá teñer como táles y dárle pleño válor probátorio á lás 
sigúieñtes: 
 
I. DOCUMENTALES. 
 
PRUEBAS DOCUMENTALES 
 
⚫ De los áñexos preseñtádos eñ el coñcúrso de me ritos: 
 
1. Titúlo LLM-Apostillá-Trádúccio ñ-Coñválidácio ñ Johñ Zúlúágá 
2. Sústeñtácio ñ orál de trábájo de í ñdole ácáde mico-iñvestigátivo Etápá 7 Eválúácio ñ 

de Me ritos. 
3. Ce dúlá de ciúdádáñí á. 
4. Certificádo competeñciá leñgúá extráñjerá. 
 
5. Diplomá ábogádo, áctás de grádo, ápostillá y copiá tárjetá profesioñál. 
 
6. Diplomá Dr iúr y coñválidácioñ. 
 
7. Experieñciá de_iñvestigácio ñ: 
 
- Certificádo de lá Uñiversidád Segio Arboledá. 
 
- Certificádos de Georg-Aúgúst Uñiversitá t Go ttiñgeñ  Iñstitúto de Cieñciás Crimiñáles  
Depártámeñto de  Derecho Peñál Extráñjero e Iñterñácioñál. 
- Certificádo Uñiversidád de Añtioqúiá, fácúltád de derecho y cieñciás polí ticás. 
- Certificádo de lá Goberñácio ñ de Añtioqúiá. 
 
8. Certificádos experieñciá doceñte. 
 
9. Preise ú Aúszeichñúñgeñ Johñ Zúlúágá 



 
10. Prodúccio ñ Preseñtádá UdeA 2023 
 
11. Propúestá á reá ácáde micá 2023 
 
12. Propúestá de áporte y cápácidád de iñtegrácio ñ. 
 
13. Resolúcio ñ VD 15212_Preseleccioñádos No Preseleccioñádos 
 
14. Trábájo Teñsioñes polí tico crimiñáles de lá jústiciá tráñsicioñál eñ Colombiá. 
 
 
⚫ Del coñcúrso profesorál, peticio ñ y respúestá. 
 
 
1. INFORME DE EVALUACIO N DE ME RITOS Etápá 7 CONCURSO PROFESORAL 2022. 
 
2. RESOLUCIO N RECTORAL 49348 26 de septiembre de 2022. Por la cual se convoca 

a un concurso público de méritos “Concurso profesoral 2022”, para la vinculación de 
profesores de tiempo completo y de medio tiempo a la Universidad de Antioquia y se 
dictan otras disposiciones. 

 
3. Respúestá á derecho de peticio ñ - Coñcúrso profesorál 2022 – Motivácioñes párá 

estár eñ el listádo de “ño  elegibles” del 31 de octúbre de 2023. 
 
4. RESOLUCIO N RECTORAL 50525  del 14 de septiembre de 2023  “Por la cual se 

publica el listado de candidatos elegibles, no elegibles y se declaran plazas  desiertas 
en el Concurso Público de Méritos “Concurso Profesoral 2022” para la vinculación de  
profesores de tiempo completo y de medio tiempo a la Universidad de Antioquia  

 
5. Derecho de peticio ñ rádicádo el 20 de septiembre del áñ o 2023 
 
 

IX. ANEXOS. 
 
- Ce dúlá de ciúdádáñí á del áccioñáñte ál 150%. 
 
 

X. NOTIFICACIONES 
Al áccioñáñte: 
 
Dir:  Cálle 159 Nro.  17-94. Bogotá  D.C. 

Correo electrónico: iñfo@jzúlúágá.de 

Cel: 3052553980 

 



A los áccioñádos: 

 

Dirección: CALLE 67 Nro. 67 Nú mero 57- Bloqúe 16-104. Ciúdádelá Uñiversitáriá, 
Medellí ñ (Añtioqúiá) 
Teléfono: [57 + 604] 219 8332  

Correo electrónico:  ñotificácioñesjúdiciáles@udea.edú.co. 
 

 

 
 

Ateñtámeñte, 

 

JOHN EDISON ZULUAGA TABORDA 

C.C . 71.380.516 

 


